CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

Consejero ponente: ALIER EDUARDO HERNANDEZ ENRIQUEZ

Bogotá, D.C., veinte (20) de marzo dos mil tres (2003)

Radicación número: 41000-23-31-000-1991-08070-01(16790)

Actor: ALCIRA PEÑA PERALTA Y OTRO

Demandado: NACION-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICIA NACIONAL

Referencia: APROBACION DE CONCILIACION

Procede la Sala a decidir sobre la conciliación judicial celebrada entre las partes el 30 de enero de 2003, ante esta Corporación.  Conforme consta en el acta respectiva, las partes acordaron lo siguiente:

 “1. Que la Nación Ministerio de Defensa – Policía Nacional pagará el setenta  y cinco por ciento (75%) de la condena impuesta por el tribunal por concepto de perjuicios morales y materiales, a favor de cada uno de los beneficiarios que se relacionan en la parte resolutiva de la misma providencia. Los perjuicios materiales se actualizaran a la fecha que tuvo lugar la audiencia de conciliación 

“2. Que la Nación –Ministerio de Defensa- Policía Nacional pagará sobre las sumas acordadas con los intereses que trata el artículo 177 del Código Contencioso Administrativo Colombiano.”

En la misma audiencia, el agente del Ministerio Público solicitó se revise la indemnización reconocida en favor de Nury Yisela Trilleras Peña pues, en el proceso no existe claridad respecto del período a indemnizar, porque no se tiene certeza sobre su edad, ni si se ha podido establecer si era o no menor al momento de fallecer su padre. 

Los hechos que originaron este acuerdo conciliatorio pueden resumirse de la siguiente manera:

El señor Carlos Arturo Trilleras Murcia se desempeñaba como conductor del vehículo recolector de basuras del municipio de Baraya .

El 27 de mayo de 1990, el Alcalde del mencionado Municipio lo envió a la Inspección de la Batalla- Baraya, para que en dicho vehículo  trajera de regreso a las personas que habían servido de jurados de votación en las elecciones presidenciales; sin embargo, ellos no fueron las únicas personas transportadas, porque, además, varios agentes de la policía fueron trasladados hasta el Municipio .

En el trayecto de regreso a la cabecera municipal de Baraya, el referido vehículo fue atacado por guerrilleros, y como consecuencia murieron el señor Carlos Arturo Trilleras Murcia y su hijo Carlos Arturo Trilleras Peña. 

El Tribunal Administrativo del Huila, en sentencia del 27 de abril de 1999, declaró responsable a la Nación Colombiana – Ministerio de Defensa – Policía Nacional de los perjuicios morales y materiales sufridos por las actoras como consecuencia de los sucesos mencionados. Así se decidió:

“Primero. Declárase que LA NACIÓN –MINISTERIO DE DEFENSA POLICIA NACIONAL, es administrativamente responsable de los perjuicios morales y  materiales causados a ALCIRA PEÑA PERALTA y a la menor NURY YISELA TRILLERAS PEÑA, por la muerte de CARLOS ARTURO TRILLERAS MURCIA  y del menor CARLOS ARTURO TRILLERAS PEÑA, acaecidas en el Municipio de Baraya, Huila, el día 27 de mayo de 1990,.... 

Segundo.- Como consecuencia de la declaración anterior, LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA- POLICIA NACIONAL pagarán los siguientes valores:

“a) Por concepto de perjuicios morales, el equivalente a un mil (1.000) gramos de oro fino, en pesos colombianos, a favor de la compañera supérstite ALCIRA PEÑA PERALTA; y el equivalente a un mil (1.000) gramos de oro fino, en pesos colombianos, a favor de la menor hija NURY YISELA TRILLERAS PEÑA....

“b) Por concepto de perjuicios materiales, la suma de treinta y un millones ciento cuarenta y seis mil doscientos seis pesos con 16/100($31.146.206.16) a favor de la compañera ALCIRA PEÑA PERALTA; y la suma de diecisiete millones novecientos ochenta y un mil novecientos sesenta pesos con 35/100 ($17.981.960.35) a favor de la menor hija NURY YISELA TRILLERAS PEÑA.”

Respecto de la solicitud del agente del Ministerio Público, se debe precisar que a folio 5 del cuaderno principal obra certificado de nacimiento de la menor Nury Yisela Trilleras Peña, en el cual consta que su fecha de nacimiento fue el 21 de marzo de 1984. Teniendo en cuenta que el fallecimiento de su padre ocurrió el 27 de mayo de 1990, se concluye que la menor contaba para esta época con 6 años y dos meses de edad; por consiguiente sí existe claridad respecto de su condición de menor, y de su edad para la fecha de la muerte de su progenitor.

La Sala encuentra que la indemnización reconocida por el Tribunal en favor de la mencionada menor se liquidó correctamente.

Ahora bien, se advierte que los demandantes y beneficiarios de la condena de primera instancia acreditaron el interés jurídico para actuar en este proceso de acuerdo con los documentos que obran en el Cuaderno principal a folios 2 a 7; por esta razón, su legitimación en la causa no admite discusión.

Se deja constancia de que, en el proceso, existe prueba suficiente para llegar las conclusiones que dedujo el a-quo;  en efecto, de los testimonios rendidos en el proceso se infiere que la muerte del señor Carlos Arturo Trilleras y su hijo ocurrió en el ataque guerrillero originado por la presencia de agentes de la policía en el vehículo que él conducía. también es claro que la entidad demandada no demostró la existencia de una causal eximente de responsabilidad, en tanto que ni siquiera contestó la demanda. 

Por otra parte, se observa que la suma total que se acordó pagar en la conciliación es inferior a la suma que, conforme al fallo de primera instancia, debía pagar la entidad demandada; así el monto de la suma conciliada equivale al 75% de la condena impuesta en la sentencia de primera instancia. 

Así mismo, se observa que las partes convinieron los extremos del acuerdo, que el mismo guarda armonía con las directrices de la Sala sobre este particular y que es congruente con lo pedido en la demanda.  

Adicionalmente, se señala que el acuerdo conciliatorio se realizó de conformidad con lo dispuesto en el artículo 43 de la Ley 640 de 2001 y que, conforme al artículo 66 de la ley 446 de 1998, el mismo hace tránsito a cosa juzgada y así lo dispondrá en la parte resolutiva de esta providencia.

Por lo expuesto el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera,

R E S U E L V E:

Primero. Aprobar la conciliación total lograda entre las partes en la audiencia celebrada el 30 de enero de 2003.

Segundo. Declarar terminado el proceso por conciliación total.

Tercero. Declarar que el presente acuerdo hace transito a cosa juzgada.

Cuarto. Ejecutoriado este auto, dése cumplimiento a los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo, para lo cual se expedirá copia del acta y de esta decisión, conforme al artículo 115 del C.P.C.


CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

JESÚS M. CARRILLO BALLESTEROS
     ALIER  E. HERNÁNDEZ ENRIQUEZ

Presidente de Sala

MARÍA ELENA GIRALDO GÓMEZ

 RICARDO HOYOS DUQUE

GERMÁN RODRÍGUEZ  VILLAMIZAR

